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CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
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presentadas el 12 de septiembre de 1996

1. En el presente litigio, las partes deman-
dantes ! (Associazione agricoltori della pro-
vincia di Rovigo, Associazione polesana col-
tivatori diretti di Rovigo, Consorzio
cooperative pescatori del Polesine y ¢l Sr. C.
Brena) impugnan el auto del Tribunal de Pri-
mera Instancia de 21 de febrero de 1995. que,
en el asunto T-117/94, declaré inadmisible el
recurso.

2. La demanda ante el Tribunal de Primera
Instancia pretendia la declaracién de nulidad
de la Decisién de la Comisién de 15 de octu-
bre de 1993, relativa a la concesién de ayudas
financieras para acciones de tutela de los
habitats y de la naturaleza 2 (en lo sucesivo,
«Decisién»), en la medida en que otorgaba
una ayuda econémica a la Regidén de Venecia
para la realizacién de actuaciones en la zona

* Lengua original: espafiol.

1 — El recurso ante ¢l Tribunal de Primera Instancia fue enta-
blado, asimismo, por otra persona fisica (cl Sr. M. Girello)
que no recurre en casacién, Tampoco recurre en casacién cl
Sr. G. Danicle quicn, scgiin ¢l auto recurrido comparecié
como demandante; sin embargo, en la demanda ante aquel
Tribunal manifesté que actuaba sélo en su condicién de pre-
sidente del Consorzio cooperative pescatori del Polesine, no
cn nombre propio.

2 — El importe total de las ayudas financieras sc clevaba 2
20.645.000 ECU, repartidos entre mds de veinte proyectos
presentados por los diversos Estados miembros. El porcen-
taje de financiacién a cargo de la Comunidad cra ¢l 50 % det
coste total cstimado de cada proyccto, porcentaje que sc cle-
vaba al 75 % cn algunos casos cxcepcionales.

del Delta del Po. Pretendifa, asimismo, la
declaracién de nulidad del subsiguiente
acuerdo, firmado el 31 de diciembre de 1993
entre la Comisién y el Ministerio italiano del

Medio Ambiente.

3. Mediante el auto cuya casacién ahora se
solicita, el Tribunal de Primera Instancia
declars la inadmisibilidad de la accién proce-
sal ante él ¢jercitada, por falta de legitimacién
activa de los recurrentes.

4, El Tribunal de Primera Instancia consi-
derd, en sintesis, que ninguna de las personas
fisicas ni de las asociaciones demandantes
cran destinatarias de la Decisidn controver-
tida, ni resultaban afectadas por ésta indivi-
dualmente: carccfan, pues, de la legitimacién
necesaria para impugnar la Decisidén, de con-
formidad con el pirrafo cuarto del articulo

173 del Tratado CE.
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Los hechos del litigio segiin el Tribunal de
Primera Instancia

5. Los hitos del procedimiento de elabora-
cién de los actos comunitarios impugnados,
tal como resultan del auto recurrido, son los
siguientes:

«Mediante el Reglamento (CEE) n° 1973/92,
de 21 de mayo de 1992 (DO L 206, p. 1; en
lo sucesivo, “Reglamento n°1973/92”), el
Consejo cred un instrumento financiero para
el medio ambiente, denominade “LIFE”,
cuyo objetivo es contribuir al desarrollo y a
la aplicacién de la politica y de la legislacién
medioambiental comunitaria, esencialmente
mediante la financiacién de acciones priorita-
rias en la Comunidad. Los 4mbitos de accién
definidos en el Anexo del Reglamento
podrin optar a una ayuda econémica si pre-
sentan interés comunitario, contribuyen de
forma significativa a la puesta en préctica de
la politica comunitaria en el dmbito del
medio ambiente y no contravienen el princi-
pio de que quien contamina paga.

Por lo que a la proteccién de los hibitats y
de la naturaleza se refiere, el apartado 2 del
articulo 2 del Reglamento n° 1973/92 exige
que la ayuda contribuya, particularmente, a
la cofinanciacién de las medidas necesarias
para el mantenimiento o el restablecimiento
de un estado de conservacién favorable de
los tipos de habitats naturales prioritarios y
de las especies prioritarias en los lugares de
que se trate, que figuran en los Anexos Ly 11
respectivamente de la Directiva 92/43/CEE
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del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa
a la conservacién de los habitats naturales y
de la fauna y flora silvestres (DO L 206, p. 7;
en lo sucesivo, “Directiva 92/43”).

A finales del afio 1992, la Repiblica Italiana
transmitié a la Comisién dos propuestas de
actuacién relativas a la zona del Delta del Po,
para las cuales solicité financiacién con arre-
glo al apartado 1 del articulo 9 del Regla-
mento n°® 1973/92. La zona a que se refieren
dichas propuestas de actuacién se encuentra
a caballo entre dos Regiones: la Regién de
Emilia-Romafia y la Regién de Venecia. La
primera de ellas creé en su territorio,
mediante la Ley regional n° 87, de 2 de julio
de 1988, un parque regional en el Delta del
Po. La segunda no adopté medida alguna de
proteccién especial. No obstante, la Ley
n°394, de 6 de diciembre de 1991, Ley de
bases sobre zonas protegidas, establece en el
apartado 4 de su articulo 35 que, de acuerdo
con el Ministerio del Medio Ambiente, las
Regiones interesadas procederdn, dentro de
los dos afios siguientes a su entrada en vigor,
a la creacién de un parque natural interregio-
nal en el Delta del Po. La misma norma esta-
blece que, a falta de tales medidas, el
Gobierno central procederi a la creacién de
un parque nacional en la zona de que se
trata,

Por tratarse, en el caso de autos, de actuacio-
nes referentes a la conservacién de hdbitats
naturales prioritarios, de conformidad con
los articulos 3, 8 y 21 de la Directiva 92/43 la
Comisién presentd, en primer lugar, al
Comité citado en el articulo 20 de dicha
Directiva una propuesta de cofinanciacién
de un proyecto tnico resultante de la fusién
de ambas propuestas, denominado “Progra-
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ma de conservacién para la zona geogréifica
del Delta del Po” (en lo sucesivo, “Programa
Delta del Po”). Dicho proyecto preveia un
total de 1,5 millones de ECU para la primera
fase. El Comité aprobé dicho proyecto por
unanimidad el 30 de abril de 1993.

A continuacién, la Comisién presentd al
Comité creado por el articulo 13 del Regla-
mento n° 1973/92 un proyecto de reparto de
las cantidades disponibles del Presupuesto
para las acciones realizadas de conformidad
con dicho Reglamento, entre las que figura el
Programa Delta del Po. Este Comité aprobé
el citado proyecto por unanimidad el 16 de
julio de 1993.

El 15 de octubre de 1993 la Comisién adoptd
oficialmente la Decisién-marco a la que se
adjuntan los Ancxos de las distintas acciones
aprobadas por la Comisién —entre las cuales
figura ¢l Programa del Delta del Po— y el
reparto de los créditos entre éstas. Dicha
Decisién reproduce ¢l proyecto aprobado
por los dos Comités antes mencionados.

Mientras tanto, la Comisién habia negociado
las modalidades de aplicacién del Programa
Delta del Po con las partes interesadas en la
realizacién del proyccto objeto de financia-
cién. Los dias 3 y 4 dc junio de 1993 sc
celebré una reunién en Ferrara; en clla parti-
ciparon, ademids de la Comisién, ¢l Ministe-
rio italiano del Medio Ambiente, el Ministe-
rio italiano de Coordinacién de las Politicas
Agricolas, Alimentarias y Forestales, la
Regién de Venecia, la Regién de Emilia-

Romatia, las provincias interesadas y la Lega
italiana protezione uccelli (en lo sucesivo,

“LIPU™).

El 31 de diciembre de 1993 se firmé el
acuerdo previsto en la letra b) del apartado 5
del articulo 9 del Reglamento n°®1973/92.
Las dos principales partes cn el acuerdo eran
la Comisién y el Ministerio italiano del
Mecdio Ambiente, que actuaba en calidad de
servicio responsable. A este tdltimo se adhi-
rieron ¢l Ministerio italiano de Coordinacién
de las Politicas Agricolas, Alimentarias y
Forestales, la Regién de Venecia y la LIPU.»

La fundamentacién del auto del Tribunal de
Primera Instancia

6. El Tribunal de Primera Instancia, tras afir-
mar que «ninguna de las personas fisicas ni
[...] de las tres asociaciones demandantes cs
destinataria de la Decisién controvertida»,
procede a «examinar si dicha Decisién les
afecta directa ¢ individualmente».

7. A su juicio, la Decisién, en cuanto otorga
una ayuda ccondmica al Programa italiano
del Delta del Po, se presenta como una
medida de alcance general, aplicable a
situaciones determinadas objetivamente, y
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produce efectos juridicos respecto a catego-
rias de personas a las que se hace referencia
de forma general y abstracta.

8. De cllo se deduce, a juicio del Tribunal de
Primera Instancia, que la Decisién afecta a
las personas fisicas demandantes tinicamente
por su condicién objetiva de agricultores que
desarrollan su actividad en la zona del Delta
del Po, del mismo modo que a cualquier otro
agricultor que, real o potencialmente, se
encuentre en una situacién idéntica

9. En cuanto a las personas juridicas deman-
dantes, aun suponiendo que representaran a
la totalidad de los agricultores de la regién de
que se trata, la Decisién controvertida no les
afectarfa «individualmente».

10. El auto de instancia se remite, sobre esta
cuestién, a la jurisprudencia del Tribunal de
Justicia, que no admite el principio segiin el
cual una asociacién, por su condicién de
representante de una categoria de empresa-
rios, se ve afectada individualmente por un
acto que perjudica los intereses generales de
dicha categoria, 3

3 — Auto del Tribunal de Justicia de 11 de julio de 1979, Produc-
teurs de vins de table et vins de pays/Comisién (60/79,
Rec. p. 2429), y sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de
ju‘l:lio de 1986, DEFI/Comisién (282/85, Rec. p. 2469), apar-
tado 16.
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11, En el caso de autos, la Decisién contro-
vertida, que afecta a los intereses generales de
la categorfa de empresarios representados
por las asociaciones demandantes, no atafie a
estas tltimas sino en su condicién de repre-
sentantes de dicha categorfa. No concurre,
pues, el presupuesto procesal exigido por el
articulo 173 del Tratado para basar un
recurso de anulacién.

12. No obstante, afiade el auto, «tanto las
personas fisicas como las asociaciones
demandantes sostienen que la Decisién
impugnada las afecta individualmente, por-
que la Comisién tenfa obligacién de consul-
tar con ellas antes de adoptarla, lo que, a su
juicio, basta para individualizarlas»,

13. A este respecto, el Tribunal de Primera
Instancia sefiala que ninguna de las normas
mencionadas por las partes demandantes
obliga a la Comisién a tener en cuenta, antes
de otorgar una ayuda econémica con arreglo
al Reglamento n° 1973/92, la situacién parti-
cular de cada uno de los agricultores que
desarrollen su actividad en las zonas a que se
refieren los programas de accién financiados,
o la de cada una de las asociaciones que
representan 2 éstos, ni a consultarles.

14. A juicio del Tribunal de Primera Instan-
cia, «la inexistencia de una obligacién de la
Comisién de tener en cuenta la situacién
concreta de las distintas partes demandantes
y de consultarles antes de adoptar la
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Decisién controvertida queda corroborada
por el hecho de que ninguna de las partes
demandantes haya invocado, en apoyo de su
recurso, motivos basados en el incumpli-
miento de la obligacién de consultarlas que, a
su juicio, tenia la Comisién, a pesar de que
ésta afirmé, sin que ninguna de las partes
demandantes la contradijera, que en modo
alguno se habia consultado a estas tltimas
antes de adoptar Ia Decisién impugnada».

15. Segiin lo que antecede, concluye el auto,
«la Decisién de la Comisién de 15 de octu-
bre de 1993 de conceder una ayuda cconé-
mica al Programa de conservacién para la
zona geogrifica del Delta del Po no afecta
individualmente a ninguna de las personas
fisicas ni de las asociaciones demandantes.
Por lo tanto, ninguna de cllas estd legitimada
para solicitar su anulacién [...]».

16. Por tltimo, el Tribunal de Primera Ins-
tancia considera que, & fortiori, este razona-
miento es aplicable al acuerdo celebrado
entre la Comisién y la Reptiblica Italiana,
que determina las modalidades de concesién
de la ayuda econdmica de la Comunidad, asi
como los requisitos que debe cumplir el
beneficiario de ésta.

17. En cfecto, para el Tribunal de Primera
Instancia, los demandantes no son partes en
dicho acuerdo y éste no les afecta individual-
mente més de lo que les afecta la Decisién de
15 de octubre de 1993, de la que, por lo
demds, tan sélo constituye un acto de ¢jecu-
cién.

18. Asi parecerfan admitirlo las partes
demandantes cuando sefialan que, «dado que
constituye un mero acto de ejecucién de la
Decisién impugnada, que se limita a estipular
el desarrollo de la financiacién comunitaria
LIFE, la ilegalidad de la Decisién acarrea la
ilegalidad del acuerdo impugnado que, por
consiguiente, queda desprovisto de todo fun-
damento légico y juridico».

Los motivos y alegaciones de las partes con-
tra el auto objeto de recurso

19. El recurso de casacidn sc basa en el
siguiente tnico motivo: «violacién de ley,
violacién del apartado 2 del articulo 173 del
Tratado, falsedad del presupuesto de la
inexistencia de las condiciones de la accién
procesal».

20. Los recurrentes reprochan al Tribunal de
Primera Instancia haber efectuado una «apre-
ciacién inexacta y superficial de las posicio-
nes de las partes recurrentes» que le ha con-
ducido a la errénca declaracién de
inadmisibilidad, por falta de legitimacién
activa. Basan esta afirmacién cn los argumen-
tos que a continuacién resumo.
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21. El Reglamento n°1973/92 es un mero
instrumento financiero de la politica y de la
legislacién comunitaria en materia de medio
ambiente. Su objetivo es contribuir al desa-
rrollo y a la aplicacién de la politica y de la
legislacién  medioambiental — comunitaria
mediante la financiacién de determinadas
acciones prioritarias en la Comunidad.

22. En la medida en que la Decisién impug-
nada es posterior a la aprobacién del V Pro-
grama comunitario de politica y actuacién en
materia de medio ambiente y desarrollo sos-
tenible (en lo sucesivo, «V Programa»),*
deberia haber sido aprobada teniendo en
cuenta las orientaciones de este tltimo, Entre
ellas destaca el criterio de participacién activa
de las partes interesadas, de modo que los
principales interlocutores sociales puedan
intervenir para lograr una accién concertada.

23, En lo que respecta a las acciones de
mantenimiento de los hdbitats naturales, los
agricultores adquieren, pues, un papel prota-
gonista. Sus asociaciones representativas han

4 — Resolucién del Conscjo y de los representantes de los
Gobicrnos de los Estados miembros, reunidos en el seno del
Conscjo, de 1 de febrero de 1993, sobre un Programa comu-
nitario de politica y actuacién en materia de medio ambiente
y desarrollo sostenible-Programa comunitario de politica y
actuacién en materia de medio ambiente y desarrollo soste-
nible (DO C 138, pp. 1y 5).
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de ser, por ello, «partes interesadas» en la
elaboracién de las medidas de «tutela
ambiental».

24, Pues bien, las medidas comprendidas en
el «Programa de conservacién para el 4rea
geogrifica del Parque del Delta del Po (pri-
mera fase)», a cuya financiacién tiende la
Decisién impugnada en primera instancia,
han sido adoptadas tras la intervencién de
«todos los actores principalmente interesa-
dos, con la tnica excepcién de los agriculto-
res» o, al menos, de las organizaciones mds
representativas de éstos.

25. Las organizaciones recurrentes se consi-
deran, pues, «individualmente afectadas»,
porque han sido lesionados sus «intereses
propios y funcionales»> en cuanto sujetos
«participantes» en el proceso de realizacién
del Parque.

26. Segiin las recurrentes, el hecho de que
una asociacién haya ostentado la cualidad de
negociador de una normativa comunitaria
relativa a una determinada politica, basta, a
tenor de la jurisprudencia del Tribunal de
Justicia, para atribuirle legitimacién procesal,
a los electos de impugnar una decisién
comunitaria no expresamente dirigida a dicha
asociacién, pero si concerniente a aquella
politica.
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La admisibilidad del recurso de casacién

27. La Comisién sosticne que el recurso de
casacién es inadmisible, por cuanto «se basa,
sustancialmente, en una demanda nueva que
no ha sido objeto del procedimiento de pri-
mera instancia».

28. Segin ecsta tesis, las partes recurrentes, al
impugnar el auto del Tribunal de Primera
Instancia, cn realidad vienen a presentar una
demanda distinta de la que someticron a
dicho Tribunal, pues invocan ahora —y no
en la primera instancia— un motivo de
impugnacién nuevo, consistente cn su falta
de participacién en ¢l procedimiento que
concluyé con la Decisién de la Comisién de
15 de octubre de 1993.

29. La Comisién recuerda que las partes
demandantes alegaron, ante el Tribunal de
Primera Instancia, como tnicos motivos de
impugnacién, los tres siguientes:

a) la «nulidad por crror en la fundamenta-
ciény» y la falta de competencia;

b) la infraccién del pérrafo tercero del apar-
tado 2 del articulo 2 del Reglamento
n°1973/92, en la medida en que dicha
norma requicre que los proyectos finan-
ciados «contribuyan de forma significa-
tiva a la puesta en prictica de la politica
comunitaria en el dmbito del medio
ambicnte», lo que no sucederia con el
proyecto en cuestién;

¢) la infraccién del parrafo segundo del arti-
culo 1 del Reglamento n°1973/92 y Ia
existencia de desviacién de poder.

30. Dado que ninguno de dichos motivos de
impugnacién coincide con el que ahora esgri-
men cn ¢l recurso de casacién, éste deberfa
scr declarado inadmisible. Corrobora esta
conclusién el hecho de que el auto del Tribu-
nal de Primera Instancia afirme, de modo
expreso, que «ninguna de las partes deman-
dantes ha invocado, en apoyo de su recurso,
motivos basados en ¢l incumplimiento de Ia
obligacién de consultarlas».

31. No creo que la objecién de inadmisibili-
dad haya de ser estimada: a mi juicio, las aso-
ciaciones recurrentes no introducen en el
debate procesal, ante el Tribunal de Justicia,
ninglin argumento que no sca respuesta a las
consideraciones efectuadas en el auto de ins-
tancia.
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32. Es cierto que, como fundamento de su
inicial recurso de anulacién, las recurrentes
no invocaron la violacién de su supuesto
derecho a ser consultadas durante el proceso
de elaboracién de las actuaciones en materia
de medio ambiente.

33. Pero también es cierto que, cuando la
Comisidn suscité ante el Tribunal de Primera
Instancia la objecién de inadmisibilidad del
recurso de anulacién, por falta de legitima-
cién activa de las asociaciones recurrentes,
éstas alegaron que «la Comisién tenia obliga-
cién de consultar con ellas antes de adop-
tarla, lo que, a su juicio, basta para individua-
lizarlas».

34. Sobre esta cuestién gird, pues, en parte,
el debate ante el Tribunal de Primera Instan-
cia, zanjado por el auto que se pronuncia a
favor de la inadmisibilidad del recurso de
anulacién.

35. En efecto, el auto impugnado afirma,
entre otros argumentos, que la falta de legiti-
macién activa de los demandantes, por no
reunir la condicién de sujetos individual-
mente afectados, es coherente con la inexis-
tencia de obligacién alguna, por parte de la
Comisién, de consultarles a lo largo del pro-
ceso de adopcién de los actos controvertidos.
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36. En tales condiciones, no creo que pueda
reputarse «inadmisible» la impugnacién del
auto que las asociaciones llevan a cabo
cuando critican los fundamentos de derecho
en é] contenidos. Tal impugnacién, en los tér-
minos ya referidos, debe considerarse con-
gruente con el debate procesal reflejado en la
resolucién del Tribunal de Primera Instancia.

37. En otras palabras, las asociaciones
demandantes, lejos de limitarse a repetir ante
el Tribunal de Justicia los motivos de impug-
nacién que, en su dfa, esgrimieron en primer
instancia contra los actos de la Comisién,
han actuado congruentemente —desde el
punto de vista procesal— al basar el recurso
contra el auto de inadmisibilidad en argu-
mentos relativos al contenido de éste y al
debate procesal que le precedié.

38. Otra cosa es que tales argumentos ten-
gan, o no, fundamento juridico bastante para
determinar la casacién de aquel auto: deci-
dirlo es, precisamente, lo propio de la sen-
tencia que dirima finalmente el debate.

Sobre el fondo del recurso

39. ¢Incurri el Tribunal de Primera Instan-
cia en algin error de derecho al negar a los
recurrentes legitimacién activa para impug-
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nar los actos objeto de su demanda? Esta es
la pregunta, escucta y simple, que ha de
resolver el Tribunal de Justicia.

40. Comenzaré expresando mi preferencia
por las opiniones, defendidas también por
algunos Abogados Generales, 5 partidarias de
facilitar el acceso a la justicia comunitaria (en
concreto, al recurso de anulacién) en térmi-
nos més generosos. Las actuales limitaciones
pueden suponer, en ocasiones, una verdadera
indefensién para personas o empresas cuyos
intereses se vean perjudicados por la actua-
cién de las instituciones de la Comunidad. &
La indefensién no queda atenuada por el
hecho de que, junto a una persona o empresa
singular, se encuentren otras muchas en su
misma situacién, a todas las cuales afecta la
actuacién comunitaria que tratan de comba-
tir.

41, De modo mds particular, considero que
en materia de medio ambiente, donde se jue-
gan tantos intereses vitales de la sociedad, a
veces contrapuestos, la legitimacién activa

5 — En su trabajo «Lec recours en annulation des particuliers
(article 173, deuxidme alinéa du traité CE): nouvelles
réflexions sur P'expression “la concernent ... individuclle-
ment”», Festschrift fiir Ulrich Everling, 1995, p. 852, cl jucz
José Carlos de Carvalho Moitinho de Almeida afirma: «la
Cour n’a jamais suivi les suggestions de ses avocats généraux
visant A unec interprétation plus large de Pexigence d’un
interét individuel».

6 — En cl apartado 20 del «Informe del Tribunal de Justicia sobre
determinados aspectos de la aplicacién del ‘Tratado de la
Unién Europca» (Luxemburgo, mayo de 1995) ¢l propio Tri-
bunal de Justicia afirma: «Cabe preguntarse, sin embargo, si
¢l recurso de anulacién previsto en ol articulo 173 del “Ira-
tado CE y disposiciones concordantes de los otros Tratados,
recurso que los particulares sélo pueden interponer contra
los actos que les afecten directa ¢ individualmente, es sufi-
cicnte para garantizarles una proteecién jurisdiccional efec-
tiva contra las violaciones de sus derechos fundamentales que
puedan resultar de la actividad legislativa de las institucio-
nes.»

deberfa estar reconocida con mayor ampli-
tud, de modo que tanto las asociaciones del
tipo de las recurrentes como otras, valedoras
de intereses mis difusos, tuvieran libre
acceso a la tutela jurisdiccional. 7

42, Reconozco, sin embargo, que mi prefe-
rencia personal es, hoy por hoy, ajena a los
términos en que el parrafo cuarto del articulo
173 del Tratado CE ha sido interpretado por
una constante jurisprudencia, que ha fijado
unos estrictos limites al recurso de anulacién
de los actos comunitarios,

43. Como a continuacién expondré, dadas
las condiciones en que se ha planteado el liti-
gio, el auto del Tribunal de Primera Instancia
se ajusta a la interpretacién usual del parrafo
cuarto del articulo 173 del Tratado, razén
por la cual procede desestimar el recurso de
casacién.

7 — Aun cuando las condiciones de legitimacién exigidas en cada
Estado miembro son diferentes, la cvolucién legislativa y
jurisprudencial tiende a facilitar con generosidad el aceeso a
la justicia de los particulares y de las asociaciones de defensa
dcl medio ambiente. Asf sc observa, en concreto, respecto de
los recursos de anulacién contra actos administrativos en esta
materia. Algunos ordenamientos juridicos (derechos espaiiol
y portugués) incluso reconocen la actio popularis para cxigir,
ante los tribunales, ¢! cumplimicnto de la legislacién de
medio ambiente. En estc mismo sentido sc expresa el ya
citado V Programa, a tenor de cuyo capitulo 9: «Los indivi-
duos y las agrupaciones piiblicas deberfan tener un acceso
factible a los tribunales para garantizar la proteccién de sus
dercchos legftimos y asegurar que sc apliquen eficazmente las
medidas ambicntales y cesen las pricticas ilegales.»
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44. En efecto, la inadmisibilidad del recurso
de anulacién, declarada por el Tribunal de
Primera Instancia, es consecuencia derivada
del hecho de que ninguno de los particulares
ni de las asociaciones demandantes
——quienes, por supuesto, no eran destinata-
rios 8 de la Decisién— haya resultado «indi-
vidualmente afectado» por ésta, segiin los
términos con que dicho expresién viene
siendo interpretada jurisprudencialmente.

45, El pérrafo cuarto del articulo 173 del
Tratado CE dispone que «toda persona fisica
o juridica podr4 interponer [...] recurso con-
tra las decisiones de las que sea destinataria y
contra las decisiones que, aunque revistan la
forma de un reglamento o de una decisién
dirigida a otra persona, le afecten directa e
individualmente». °

46. La jurisprudencia sobre la interpretacién
de dicho precepto, a partir de la sentencia
Plaumann/Comisién, 1° puede resumirse con
cita de Ia sentencia de 15 de febrero de 1996,
Buralux y otros/Consejo, 1! en la cual el Tri-
bunal de Justicia desestimé un recurso de
casacién interpuesto contra otro auto de
inadmisibilidad similar al presente, dictado
asimismo por el Tribunal de Primera Instan-
cia.

8 — El artfculo 4 de la Decisién afirma que sus destinatarios son
el Reino de Dinamarca, la Repiiblica Federal de Alemania,
Ia Repiblica de Greeia, el Reino de Espaiia, la Repiiblica
Francesa, la Repiblica Portuguesa y el Reino Unido de
Gran Bretafia e Irlanda del Norte.

9 — Versién actual, tras la modificacién introducida por el
punto 53 del articulo G del Tratado de la Unién Europea.

10 — Sentencia de 15 de julio de 1963 (25/62, Rec. p. 197).
11 — Asunto C-209/94, Rec. p. I-615,
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47. Los apartados 24 y 25 de la sentencia
Buralux y otros/Consejo reflejan la situacién
actual de la jurisprudencia sobre las condi-
ciones de legitimacién exigibles para que las
personas fisicas o juridicas puedan pretender
que el Tribunal de Justicia conozca de un
recurso de anulacién. Su interpretacién de
los términos «afectados individualmente» es
la siguiente:

«Segiin jurisprudencia reiterada, la posibili-
dad de determinar, con mayor o menor pre-
cisién, el ndmero o incluso la identidad de
los sujetos de derecho a los que se aplica una
medida [...] no implica en absoluto que se
deba considerar a estos sujetos como indivi-
dualmente afectados por dicha medida, siem-
pre que conste que esta aplicacién se efectiia
en virtud de una situacién objetiva de dere-
cho o de hecho definida por el acto de que se
trate (véanse, por ejemplo, la sentencia de 15
de junio de 1993, Abertal y otros/Consejo,
C-264/91, Rec. p.1-3265, apartado 16, y el
auto de 24 de mayo de 1993, Arnaud y
otros/Consejo, C-131/92, Rec. p.1-2573,
apartado 13).

Para que tales sujetos puedan considerarse
individualmente afectados, es necesario que
su posicién juridica resulte afectada a causa
de una situacién de hecho que los caracterice
en relacién con cualesquiera otras personas
y los individualice de una manera aniloga
a la de un destinatario (véase, en particular,
la sentencia de 24 de febrero de 1987,
Deutz und Geldermann/Consejo, 26/86,
Rec. p. 941, apartado 9).»
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48. A partir de esta jurisprudencia han de
analizarse una doble serie de factores que,
hipotéticamente, podrian atribuir a los
demandantes la condicién de afectados indi-
vidualmente por la Decisién, bien a causa de
las repercusiones materiales de ésta (criterio
de la identificacién o afectacién sustancial),
bien porque han participado en ¢l curso de
su elaboracién (criterio de la identificacién o
afectacién procedimental).

49, Los primeros factores estarfan caracteri-
zados por incidir, de un modo singular, en la
situacién de la explotaciones agrarias o de las
actividades pesqueras de las personas con
intereses en la zona. Tales factores, que
podrfan calificarse como «materiales» o «sus-
tanciales», consistirfan en aquellos clementos
de la Decisién que impusieran a los Estados
beneficiarios determinadas condiciones para
sus proyectos en materia de medio ambiente,
con cfectos negativos respecto de las activi-
dades agrarias o pesqueras de la zona impli-
cada (por ejemplo, prohibiciones de cultivar,
limitaciones al ¢jercicio de la pesca, ctc.).

50. En relacién con tales factores cabria, en
cfecto, suscitar ¢l debate sobre ¢l grado de
caracterizacién individual de cada uno de los
agentes ccondmicos implicados, y sobre cl
grado de incidencia que la Decisién suponga
al respecto.

51. Los recurrentes, sin cmbargo, renuncian
a cste enfoque, quizds convencidos de su
inutilidad préctica a la vista de la jurispru-

dencia antes citada: la Decisién no contiene
ningtin elemento especifico que afecte de
modo singular o exclusivo a su posicién
juridica. El vinculo de los recurrentes con
la Decisién consiste en su condicién objetiva
de personas o asociaciones con intereses
econémicos en la zona geogréfica afectada,
situacién comin a ellos y a otras muchas
personas o asociaciones representativas de
intereses.

52. Si no existe, pues, en este caso, una par-
ticular situacién de hecho que caracterice a
los demandantes «en relacién con cuales-
quicra otras personas y los individualice de
una manera andloga a la de un destinatario»,
el andlisis de la incidencia econémica de la
Deecisién sobre las actividades de los deman-
dantes debe ser descartado, a los efectos de la
legitimacién para recurrirla.

53, La scgunda serie de factores que, en teo-
rfa, podrian atribuir a los demandantes la
condicién de afectados individualmente por
la Decisién hace referencia a los aspectos for-
males de su proceso de elaboracién. Sobre
cllos se basa, precisamente, el recurso de
casacidn.

54. La tesis central del recurso afirma que si
una asociacién ha ostentado la cualidad de
negociador de una normativa comunitaria
relativa a una determinada politica, cllo
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basta, segtin la jurisprudencia del Tribunal de
Justicia, para atribuirle legitimacién procesal,
a los efectos de impugnar una decisién
comunitaria no expresamente dirigida a dicha
asociacién, pero si concerniente a aquella
politica. Dado que las asociaciones recurren-
tes deberfan haber sido convocadas para la
elaboracién de las medidas de proteccién,
han de ser consideradas sujetos implicados
en la «politica» llevada a cabo por la Deci-
sién y, en tal sentido, legitimadas para
impugnarla,

55. Aun suponiendo que el punto de partida
del silogismo fuera vilido, lo cual sélo serfa
posible tomando en consideracién matices
que los demandantes pasan por alto,12 la
conclusién no lo es, por un doble motivo:

a) porque, de hecho, los demandantes no
tuvieron participacién alguna en el proce-
dimiento de elaboracién de la Decisién,

12 — La jurisprudencia a la que se refieren los demandantes ha
sido_establecida por el Tribunal de Justicia en sentencias
relativas a problemas de competencia, de ayudas de Estado,
dumping y subvenciones. En dichos litigios el Tribunal de
Justicia ha valorado la participacién de terceros durante el
procedimicnto administrativo previo a la adopcién de una
Decisién de la que no son destinatarios, para declarar que
implica, en cicrtas condiciones particulares, una presuncién
a tl:vor de la admisibilidad de sus recursos de anulacién,
interpucstos contra aquélla, Entre tales condiciones se
encuentra la existencia de una disposicién expresa (por lo
general, los reglamentos de basc) que imponga a las institu-
ciones comunitarias la obligacién de consultar a los agentes
interesados, antes de Ia adopcién final de su acto. Recono-
cida asf la legitimacién, el recurso puede ir dirigido 2 que el
juez comunitario comprucbe no slo si se han respetado los
derechos procesales de los demandantes, sino también si la
Decisién adoptada incurre en un error manifiesto de apre-
ciacién o cn desviacién de poder (véanse las sentencias de
25 de octubre de 1977, Metro/Comisién, 26/76,
Rec. p.1875; de 4 de octubre de 1983, Fediol/Comisién,
191/82, Rec. p. 2913, y de 28 de cnero de 1986, Cofaz/
Comisién, 169/84, Rec. p. 391).
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omisién que ni siquiera invocaron, en su
recurso de anulacién, como vicio de
forma de la Decisién misma; 13

b) porque, de derecho, la Comisién no
estaba obligada a oirlos en el curso de
aquel procedimiento.

56. La primera afirmacién es un puro dato
de hecho que, como tal, no debe ser discu-
tido (y menos atin en casacién), sino mera-
mente verificado. El Tribunal de Primera
Instancia lo da por probado y ello es sufi-
ciente a los efectos de este recurso.

57. La segunda afirmacién, por el contrario,
necesita ser motivada.

58. El Tribunal de Primera Instancia, en res-
puesta a la alegacién de los demandantes
sobre este punto, afirmé, como ya he
transcrito, que ninguna de las normas

13 — Véanse los puntos 14 y 30 de estas conclusiones.
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mencionadas por aquéllos* obliga a la
Comisién a tener en cuenta, antes de otorgar
una ayuda econémica con arreglo al Regla-
mento n°® 1973/92, su situacién particular, ni
a consultarles.

59, Los recurrentes parecen admitirlo asi, al
menos ¢n parte, pues en su recurso de casa-
cién (apartado 12), al tratar sobre el «cardcter
no obligatorio de la consulta a [as partes eco-
némicas y sociales implicadas en la actuacién
Life», afirman: «si bien es cierto que actual-
mente no existe una regla especifica que pre-
vea expresamente tal obligacién [...]».

60. Para obviar la inexistencia de «regla
especifica» que imponga el deber de consulta,
los demandantes acuden a principios genera-
les que deducen, sobre todo, del V Programa
comunitario de politica y actuacién en mate-
ria de medio ambiente y desarrollo sosteni-
ble, antes citado. Se trata del principio de
participacién activa de los interlocutores en
el sector del medio ambiente, o del principio
de concertacién y corresponsabilidad de

14 — Los demandantes afirmaban que su derccho a participar en
el procedimicnto se derivaba del scgundo guién del articu-
fo A del ‘Iratado de la Unién Europea, de los artfculos 1 y 2
del Reglamento n® 1973/92, de los trabajos preparatorios de
éste, de los cuadros mimeros 10 y 18 del V Programa de
actuacién cn materia de medio ambiente, del tercer conside-
rando de la Dircctiva 92/43, dec Ia Resolucién del Parla-
mento Europeo de 10 de julio de 1987 sobre la creacién y
preservacién de reservas naturales de interés comunitario
(DO C 246, p. 121), asi como del artfeulo 7 de la Propucsta
de Reglamento COM(91) 28, por ¢l que se crea un Instru-
mento Financicro para ¢l Medio Ambiente (LIFE) (DO
1991, C 267, p. 211).

los agentes econémicos —entre cllos los
agricultores— interesados.

61. Considero, sin embargo, que tales prin-
cipios ni s¢ han traducido en norma juridica
vinculante ni, en todo caso, determinarian
que la Comisién deba consultar previamente
a todos y cada uno de los agentes cconémi-
cos con intereses en el sector del medio
ambiente, cuando el objeto de la actuacién
comunitaria sea, tan sélo, conceder una
ayuda financiera a las acciones propuestas
por los Estados micmbros.

62. En cuanto a la primera afirmacién, basta
la lectura del V Programa para apreciar que
no se trata de una norma juridica de caricter
vinculante, Mediante este texto, ¢l Consejo y
los representantes de los Gobiernos de los
Estados miembros

— «invitan a la Comisién a que presente las
propuestas pertinentes para poner cn
prictica ¢] Programa cn la medida en que
proceda a actuar a nivel comunitario»;

— declaran expresamente, respecto de los
objetivos a largo plazo para conscguir
un desarrollo sostenible, y las metas o
resultados que deben alcanzarse antes del
afio 2000: «[...] Estos objectivos y estas
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metas no constituyen ninguna obligacién
juridica [...] Las actividades indicadas
tampoco llevan consigo la obligacién de
adoptar una legislacién al respecto ni en
la Comunidad ni en los Estados miem-
bros.» 15

63. En cuanto a la segunda afirmacién
(inexistencia del deber de consulta), el V Pro-
grama admite que las instituciones comunita-
rias no estin sujetas a la obligacién de con-
sulta generalizada de los particulares, o de las
asoclaciones como las recurrentes, en el
curso de los procedimientos previos a la
adopcién de ayudas financieras a favor de los
Estados miembros.

64. En concreto, por lo que se refiere a los
mecanismos de asistencia financiera utiliza-
dos en el marco del Reglamento n°® 1973/92,
como estimulos para aplicar eficazmente la
politica de medio ambiente, ¢l cuadro 17 del
V Programa contempla como interlocutores
a las instituciones comunitarias y a los Esta-
dos miembros. Excluye asi, a diferencia de lo
que ocurre con otros sectores, la participa-
cién en esta fase del procedimiento de los
agentes econdmicos eventualmente afectados
por las medidas nacionales objeto de ayuda.

65. En mi opinién, es coherente con la natu-
raleza de las ayudas financieras comunitarias
el hecho de que la negociacién previa se

15 — Apartado 12 del Resumen.
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desarrolle entre los Estados miembros y las
instituciones de la Comunidad cuando aqué-
llos, como sucede en este caso, son los auto-
res de las propuestas favorecidas. 16

66. En dichos casos, los agentes econémicos
afectados tienen su campo «natural> de
actuacién en el plano nacional, donde pueden
hacer valer sus intereses para determinar, en
un sentido o en otro, el contenido de las pro-
puestas nacionales o de las acciones resultan-
tes.

67. Los propios demandantes reconocen que
«en el ster de la realizacién del Parque Natu-
ral del Delta del Po las asociaciones repre-
sentativas de intereses han visto, hasta ahora,
reconocido su papel de parte activa, gracias a
una praxis de continuas consultas, contactos,
peticién de alegaciones por parte de las
administraciones publicas respecto de los
proyectos que afectan al Parque [...]». 17

16 — El articulo 9 del Reglamento n° 1973/92 dispone que los
Estados miembros transmitirin a la Comunidad las pro-
pucstas de financiacién de acciones. No obstante, la Comi-
si6n podra, por propia iniciativa, invitar a personas fisicas o
juridicas establecidas en la Comunidad, por medio de con-
vocatorias de manifestacién de interés, publicadas en cl
Diario Oficial de las Comunidades Europeas, a que le pre-
senten solicitudes de contribucién para acciones de especial
interés para la Comunidad. En este dltimo caso, la Comi-
sién transmite a los Estados miembros las propuestas reci-
bidas.

17 — En prucba de esta afirmacién, aportan determinados docu-
mentos de las administraciones italianas, provincial y csta-
tal, que, por un lado, invitan a las asociaciones sectoriales a
formular observaciones sobre las normas de proteccién del
Parque y, por otro, prevén la creacién de un organismo
especial para la gestién de éste, donde aquéllas estarin
representadas,
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68. En este mismo plano nacional es donde
los agentes econdmicos afectados (y, even-
tualmente, las asociaciones de defensa del
medio ambiente) pueden y deben reaccionar
contra las eventuales ilegalidades que afecten
a las actuaciones nacionales beneficiadas por
las ayudas comunitarias, 8

69. La Comisién, pues, no tenia la obliga-
cién juridica de «abrir» ¢l procedimiento
administrativo previo a la concesién de ayu-
das financieras, amparadas en el Reglamento
n® 1973/92, a la participacién de los particu-

Conclusién

lares y demds agentes econémicos eventual-
mente afectados por las medidas cstatales
objeto de tales ayudas. En la medida en que
ello es asf, el argumento juridico que sirve de
base al recurso de casacién queda desvir-
tuado.

70. De conformidad con el articulo 122 del
Reglamento de Procedimiento, si el Tribunal
de Justicia desestima el recurso de casacién,
procede la condena en costas de la parte
recurrente.

71. A tenor de las consideraciones precedentes, propongo al Tribunal de Justicia

que:

«1) Desestime el recurso de casacién.

2) Condene en costas a los recurrentes.»

18 — De hecho, en la docur ién que pafiaba a la

demanda ante el Tribunal de Primera Instancia, dos dc las
asociaciones recurrentes (la Associazione agricoltori dclla
provincia di Rovigo y la Associazione polesana coltivari
dirctti) afirmaban que habian impugnado ante ¢l ‘Tribunal
administrativo regional de Venecia el acucrdo alcanzado
entre ¢} Ministerio del Medio Ambiente y las Regiones de
Venecia y Emilia-Romaia sobre el Parque Interregional del
Delta dc{ Po, asf como los actos subsiguicntes y conexos a
dicho acuerdo.
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